
El sistema jurídico adoptado por 
nuestro país tiene ideológico 
sustento en el Derecho Positi-
vo, el cual impone al juzgador 

la obligación de basar sus determina-
ciones en estricto apego al texto expre-
so de Ley, lo cual tiene como finalidad 
dar certeza jurídica a las partes, sin 
embargo resta dinamismo y evolución 
al derecho, ciencia que evoluciona día 
a día con el actuar de los individuos, 
quienes precisamente configuran el su-
jeto a quienes se aplica la norma.
Ante esta situación debemos hacernos 
la siguiente pregunta: ¿El juzgador que 
requiere nuestro sistema jurídico hoy 
en día debe ser un juzgador que se lim-
ite a aplicar la norma tal y como aparece 
en el texto expreso de ley o debe ser un 
juzgador que vaya más allá, con un cri-
terio más amplio y completo que inter-
prete la ley en mayor beneficio de los 
ciudadanos?

La Constitución Política Mexicana, en 
su artículo 17, claramente señala que 
la administración de justicia debe ser 
impartida de manera pronta, completa, 
eficaz y gratuita, con lo cual se garan-
tiza a todos los individuos la debida im-
partición de la misma.
A su vez, el artículo 1ero de nuestra 
Constitución Política Mexicana esta-
blece claramente la obligación del juz-
gador de aplicar la ley privilegiando 
los derechos humanos, y para tal efecto 
señala de manera expresa dentro de 
su párrafo segundo que: “las normas 
relativas a los derechos humanos se 
interpretarán de conformidad con esta 
Constitución y con los tratados interna-
cionales de la materia favoreciendo en 
todo tiempo a las personas la protec-
ción más amplia”. 
En concordancia con lo anterior, tanto 
el abogado litigante como el juzgador se 
ve en la imperiosa necesidad de interp-
retar las normas que tiene a su alcance 
acorde con los principios de justicia 
más elementales, ya que de lo contrario 
la simple aplicación de la norma puede 
llevar a la emisión de fallos contrarios a 
los derechos humanos.
A manera de ejemplo, se mencionan 
brevemente dos supuestos a los que 
nos hemos enfrentado recientemente 
en distintos litigios y que son de interés 
para el tema que nos ocupa, el prim-
ero de ellos consistente en la solicitud 
de medidas cautelares en un litigio de 
carácter civil, mediante las cuales se 
pretende preservar la materia de la ac-
ción, medidas que si bien es cierto no 
se encuentran previstas plenamente 
en la legislación civil del Distrito Fed-
eral, también es cierto que el juzgador 
tiene la obligación de hacer una inter-
pretación amplia de la norma existente 
en relación a las providencias precau-
torias contempladas en la legislación y 
estudiar su aplicación acorde con la so-
licitud de medidas planteadas para de-
terminar si su otorgamiento es factible 
o no y con ello lograr al final del juicio 
una sentencia realmente ejecutable.

¿Es la interpretación  
pro persona de la norma,  

el camino hacia la verdadera 
justicia en el sistema  

jurídico mexicano?

El segundo ejemplo es referente a los 
requisitos fundamentales que establece 
el Código de Comercio para poder eje-
cutar en México una sentencia emitida 
en el extranjero, en donde la ley mexi-
cana requiere de una Carta Rogatoria 
para poder proceder a la ejecución de 
la misma, pero el legislador jamás pre-
vió una situación para aquellos casos 
donde el derecho del país de origen del 
juicio, no contemple la tramitación de 
la Carta Rogatoria como requisito para 
ser ejecutada en país distinto o peor 
aún, la legislación de aquel país no es-
tablece la obligación del juzgador de 
emitir dicha carta rogatoria, ni existe 
tratado internacional de cooperación 
suscrito por ambos países involucrados 
en el caso de referencia, situación que 
deja en total incertidumbre a aquel que 
por años ha seguido un procedimiento 
en el extranjero para obtener la senten-
cia correspondiente y cuya ejecución se 
tiene que efectuar en México.   
En ambos casos resulta evidente que 
la legislación existente y aplicable a los 
casos en concreto se encuentra limi-
tada a las necesidades que afrontan las 
partes y los jueces, por ende, el juzga-
dor deberá hacer una interpretación 
de la norma en un sentido amplio y 
pro derechos humanos, con el único 
objetivo de lograr que sus sentencias 
y resoluciones puedan ser ejecutables 
y con ello, lograr el fin primordial del 
derecho que es hacer justicia.   
Es innegable que la sociedad evolucio-
na a pasos agigantados, es por ello que 
en un mundo dinámico y globalizado 
no podemos limitar la aplicación del 
derecho únicamente al texto expreso 
de la ley, sino que debemos de buscar 
el mayor beneficio que la propia norma 
otorgue a los gobernados.
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